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Es sabido que, en general, los chilenos confían poco en las instituciones políticas. Más aún, la confianza institucional de la población de nuestro país ha descendido fuertemente durante la última década.
¿Qué pasa en general con el pueblo mapuche? El CEP realizó una encuesta especial el año 2006 que luego se repitió diez años después, el 2016, y en base a cuyos resultados se publicó recientemente en libro El Pueblo Mapuche en el Siglo XXI, editado por el CEP en que participan quince personas de distintas profesiones, cosmovisiones, posiciones políticas y especialidades.
Dichas encuestas revelan que el pueblo mapuche tiene una baja confianza en las instituciones, confianza que además ha disminuido en los últimos diez años. Por dar algunos ejemplos: el Gobierno descendió 28 puntos porcentuales en confianza en la última década. Las municipalidades y el Ministerio Público descendieron 12 puntos porcentuales en los últimos diez años. El Congreso cayó 11 puntos porcentuales, llegando a niveles de 5%, sólo por encima de los partidos políticos que se ubican al final de la lista con 3%.
Parte de dicha desconfianza puede deberse a la falta de soluciones por parte del Estado y del mundo político a problemas postergados y a demandas insatisfechas durante largo tiempo. Si uno de los objetivos es aumentar, o al menos mantener, los actuales niveles de confianza, la clase política y las instituciones más asociadas a ésta (Gobierno y Congreso) deben darle prioridad a la política indígena, abordando los temas pendientes.
En ese aspecto, el proyecto de ley que se está debatiendo en esta Comisión es bienvenido. Sabemos que la demanda de que el Estado cuente con una institucionalidad propia viene levantándose hace años. El desafío entonces es cómo hacer que, bajo el contexto antes descrito, el ministerio mantenga la confianza de los pueblos indígenas. Que no nazca como una institución desprestigiada al poco andar. Como dice un dicho holandés: la confianza llega a pie, pero se va galopando.
¿Qué implica ello? Existen estudios que demuestran que una manera de analizar la confianza en las instituciones es a través de su desempeño. En particular, las instituciones que cuentan con buen desempeño tienen mayor probabilidad de generar confianza en los ciudadanos, y viceversa, dado que el público, en general, tiene la capacidad de reconocer si tales instituciones están actuando adecuada o inadecuadamente. Un claro ejemplo de ello son los casos de corrupción, en cuyo caso la percepción de un mal desempeño aumenta inmediatamente.
El Ministerio de Pueblos Indígenas tiene un valor en cuanto ente coordinador de la Administración. La evidencia actual muestra que existe un gran problema respecto de los programas específicos que se desarrollan en materia indígena, programas que muchas veces no ejecuta la CONADI sino otros Ministerios o Servicios. De los once programas en materia indígena que han estado sujetos a la evaluación de la Dirección de Presupuestos, ninguno obtuvo la calificación de desempeño suficiente o quedó sujeto a ajustes menores. Por el contrario: o no demuestran tener resultados (dos programas), o se requirieron modificaciones mayores (tres programas), o un rediseño sustantivo (dos programas) o, incluso, calificaron como requiriendo un reemplazo íntegro (un programa).
En general se observa que los programas han sido diseñados sin tener claridad sobre los potenciales beneficiarios, que presentan numerosos problemas durante su gestión (los que se ven acentuados por los cambios habituales a los que son sometidos) y que existen constantes faltas de medición en torno a la eficacia y calidad de los programas, especialmente en el grado de satisfacción de los usuarios. En resumen, parece abundar la improvisación.
Estas deficiencias en el diseño e implementación de los programas que dicen relación con la población indígena deben, al menos, ser un llamado de atención puesto que su efecto puede afectar la actual confianza que existe en algunas instituciones específicas del Estado. Este es un llamado de alerta para la nueva institucionalidad que actualmente se discute aquí. Es de esperar que la atribución del nuevo ministerio de dictar la Política Nacional Indígena, en consulta con el Consejo Nacional de Pueblos Indígenas, pueda contribuir a remediar la continua improvisación evidenciada en torno a los temas indígenas, al establecer una mirada de más largo plazo.
Y aquí quiero plantear una preocupación especial. El proyecto de ley que crea el Ministerio de Pueblos Indígenas poco y nada dice respecto del servicio que ejecutará las políticas públicas. Lo que hoy es la CONADI y que pasa a llamarse SENAPI. ¿Cómo hacer entonces que el nuevo Servicio Nacional de Pueblos Indígenas, que viene a reemplazar a la CONADI, no adolezca de los mismos problemas que se han levantado por distintas instituciones y poderes del Estado? El proyecto de ley separa el ministerio y el servicio, diferenciando entre el que diseña las políticas y quien las ejecuta, lo que si bien tiene una serie de efectos positivos, conlleva el clásico problema de agencia. Otro riesgo es la captura, problema sobre el cual ya han existido denuncias respecto de distintos programas indígenas. Por otra parte, el contar con funcionarios indígenas dentro de los organismos estatales contribuye a contextualizar los programas y el funcionamiento de la institucionalidad pública acorde con la cultura de cada pueblo indígena. Sin embargo, la excesiva cercanía de los funcionarios públicos con los potenciales beneficiarios es precisamente una puerta de entrada para la captura de programas y políticas públicas. Potenciales descoordinaciones entre instituciones públicas o situaciones de captura de programas no contribuirán a generar confianza en la nueva institucionalidad.
El diseño e implementación de programas que dependan de la nueva institucionalidad indígena debiesen abordar desde el inicio temas como la estructura organizacional de los programas y su gestión, administración y rendición de recursos financieros, formas de monitoreo y seguimiento, medición de satisfacción de los beneficiarios y mecanismos de accountability. Todos temas sobre los cuales se hacen observaciones constantemente en las evaluaciones que DIPRES ha realizado respecto de los programas indígenas. Esto, con el objeto precisamente de mejorar la percepción de desempeño que los beneficiarios y los pueblos indígenas tengan de la nueva institucionalidad. Evitar entonces que se repliquen problemas de funcionamiento que se han evidenciado en muchas de las políticas públicas anteriormente revisadas, es de importancia para que el futuro Ministerio de Pueblos Indígenas logre ser una institución que goce de confianza.
Y precisamente en esto es que creo que el proyecto de ley es pobre. En la práctica, el cambio más frecuente en el proyecto de ley es el cambio de nombre de CONADI a SENAPI. Eso no basta. Se ha discutido bastante sobre las capas superiores del Ministerio, pero poco sobre el órgano ejecutor de las políticas públicas, y es precisamente ese servicio el que se relacionará directamente con los beneficiarios y con los pueblos indígenas. No hay innovaciones mayores respecto de los instrumentos. Aquí creo que hay una oportunidad perdida. Porque la discusión de la nueva institucionalidad, que también incluye el proyecto de ley de los Consejos de Pueblos, debe hacerse cargo de todas las partes de su institucionalidad. Temas que dicen relación con el funcionamiento, organización, transparencia y relación con los beneficiarios, discusiones que siendo menos atractivas en el debate público tienen un impacto directo en cómo los pueblos indígenas a los que el ministerio busca atender irán a evaluar la institucionalidad en el futuro. No puede el debate centrarse sólo en aquellos aspectos políticamente más visibles.
Un segundo punto que me gustaría hacer presente es el tema de las atribuciones del futuro Ministerio en materia de registro especial indígena, que servirá de base para los procesos de elección de los consejeros del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas y de los
Consejos de Pueblos Indígenas (artículo 6 letra k y luego respecto de la Subsecretaría artículo 10 letra c, entre otros).
En la creación de la nueva institucionalidad indígena mucho se ha hablado de la diferenciación entre la institucionalidad DE los pueblos indígenas, los Consejos de Pueblos, y la institucionalidad PARA los pueblos indígenas. Y esa diferenciación precisamente se desdibuja en este punto en particular. Porque cualquier problema que se genere en procesos de selección a futuro va a afectar no sólo a los Consejos de Pueblos sino directamente al Ministerio, poniendo en entredicho toda la nueva institucionalidad. La experiencia de los procesos eleccionarios de los Consejeros de la CONADI ilustra los problemas que puede conllevar.
Pero más aún porque el año pasado se legisló una nueva institucionalidad para el Servicio Electoral, con autonomía constitucional. Entonces contamos con un SERVEL que es el órgano superior de la administración electoral en Chile, que administra, supervigila y fiscaliza los procesos electorales y al cual se le extendieron atribuciones respecto de otros procesos eleccionarios, como los de los partidos políticos. Y si a futuro se legislan los escaños reservados o cupos especiales, el SERVEL tendrá competencia respecto de ellos. Habrán entonces dos entidades, dos cuerpos diferentes, con competencias similares, lo que será un problema, por ejemplo, respecto del registro de los habilitados. Se trata entonces de utilizar la institucionalidad que ha sido recientemente potenciada para favorecer procesos independientes, transparentes, con responsabilidad administrativa específica y con presupuesto y personal calificado para dichas tareas. Entiendo que hay avances en el proyecto de ley de los Consejos de Pueblos en esta línea, pero deben ser consistentes en ambos proyectos.
Finalmente, si pudiera llamar la atención sobre un último punto, es el tema del comité interministerial y la procedencia o no de consultas y su relación con el proceso medioambiental. Creo que la redacción actual no deja del todo claro y puede generar conflictos de competencias y de atribuciones dentro del Poder Ejecutivo que sólo terminarán por mermar la confianza en la nueva institucionalidad que aquí se discute.


